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CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PONENCIA DE LA MAGISTRADA MARIA DE FATIMA ISABEL SAMANO HERNANDEZ.

Mi ponencia versará respecto del capítulo relativo al juicio de amparo directo, aunque por la relación que guarda con las disposiciones comunes, deberán tocarse esos otros puntos.

El juicio de amparo directo, como todos sabemos tiene características especiales en atención a la naturaleza de los actos que pueden ser materia de su análisis, su tramitación y el alcance de la resolución que emite el tribunal colegiado que conozca de él.

Tradicionalmente se ha considerado que sólo pueden ser materia del juicio de garantías en la vía directa, actos provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, siempre que se refieran a sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin al juicio; esto es, bien que resuelvan el juicio en lo principal o que lo den por concluido.

Hasta antes de la reforma constitucional al artículo 27, en el año de mil novecientos noventa y dos, de la que derivó la creación de los Tribunales Unitarios Agrarios y Superior Agrario, el juicio de amparo en materia agraria se tenía que promover en la vía de amparo indirecto, pero a partir de la fecha indicada se dio la procedencia del amparo directo, lo que ha traído como consecuencia el que al no haberse reformado la Ley de Amparo, se tuviera que aplicar el libro segundo del ordenamiento vigente, así como interpretar las tesis que en esa materia había sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con los consecuentes problemas que la adecuación de las disposiciones que para un procedimiento diferente tenía que realizarse.

Por lo anterior considero que es laudable el que en el proyecto de la nueva ley de amparo se suprima dicho libro segundo; sin embargo, estimo que en los preceptos que se propone rijan el juicio de amparo directo, debe tenerse en cuenta la naturaleza especial de esa materia, así como también la característica de los bienes jurídicos específicos que pretenden tutelarse, el gran número de asuntos de dotación de tierras que todavía se encuentran pendientes de resolverse en definitiva y la protección que a través del artículo 27 Constitucional vigente y de la actual Ley Agraria se establece debe darse a los núcleos de población, pues de lo contrario se tendría que aplicar a la materia agraria un trato general, olvidando la protección que tradicionalmente, por razones de la falta de medios económicos y ausencia de cultura no sólo jurídica, sino básica, se ha otorgado a los núcleos de población, ejidatarios, comuneros o aspirantes a ejidatarios.

Así, en relación con las violaciones a las leyes del procedimiento, pienso que sería conveniente que se adicionara un artículo, bien sea entre el ciento setenta y el ciento setenta y uno o bien después de éste, en el que se estableciera:

Artículo ...-  en materia agraria, se considerarán violadas las leyes del procedimiento, con trascendencia a las defensas del núcleo de población, del ejidatario o comunero o aspirante a ejidatario, en su caso, respecto de derechos sobre las tierras que detenten o soliciten, cuando:

I.-  Se trate de un procedimiento de dotación de tierras, tramitado en términos de la Ley Federal de Reforma Agraria y el tribunal responsable omita ordenar la realización de las diligencias necesarias para determinar los derechos agrarios de los núcleos de población o recabar la documentación necesaria a tal efecto.

II.-  En el mismo supuesto, no se ordene la substanciación de otros procedimientos previstos en las leyes en materia agraria, a fin de establecer si un predio era o no susceptible de afectación.

III.-  Respecto de comuneros o aspirantes a ejidatarios o comuneros, no se recaben pruebas para precisar sus derechos agrarios.

IV.-  No se les nombre a dichas entidades o individuos persona que los represente en el procedimiento ante los tribunales agrarios o se acepte la representación por quien tenga intereses contrarios o no cumpla con los requisitos legales para serlo del núcleo de población.

V.-  No se les dé vista con las pruebas ofrecidas por su contraria, no se les reciban las que legalmente ofrezcan o no se reciban con arreglo a la ley.

VI.-  No se les permita intervenir en las diligencias o no se les notifique su realización.

VII.-  Se trate de casos análogos a los anteriores.

En consecuencia con lo que sustento en el sentido de que debe darse un trato especial a los juicios de amparo promovidos por núcleos de población, ejidatarios, comuneros o aspirantes a ejidatarios, me referiré a cada uno de los preceptos que rigen el juicio de amparo directo, respecto de los cuales considero deben hacerse algunas precisiones incluyendo otro que haría congruente lo establecido en las aludidas precisiones y, posteriormente como ya lo hice notar, a los demás preceptos que son comunes para los juicios de garantías en ambas vías.

Artículo 175.-   ................................................................................

En asuntos del orden penal o cuando se puedan afectar intereses de menores o incapaces y en el caso de que el amparo sea promovido por núcleos comunales, ejidatarios. comuneros o aspirantes a ejidatarios, contra actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal o que se afecten sus derechos de propiedad o posesión de tierras o aguas, la autoridad responsable mandará sacar las copias de oficio.

Artículo 176.- ...................................................................................

I-.........................................................................................

..........................................................................................................

II.-  Emplazar al tercero interesado, en el ultimo domicilio que hubiere designado para oír notificaciones en los autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso.  Tratándose de la materia agraria, cuando el quejoso sea un núcleo de población, ejidatario, comunero o aspirante a ejidatario, el tribunal responsable estará obligado a investigar el domicilio del tercero interesado y a emplazarlo por medio de edictos, en términos del artículo 26, fracción III, inciso b), de esta ley; y

III.- ...................................................................................................

SECCION CUARTA.

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO.

Artículo 188.- ...................................................................................

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo los casos de la materia penal y agraria, los artículos 123, 126, 127, 128, 130 y 131.

Artículo 190.-  Cuando se trate de juicios en materia agraria, promovidos por núcleos de población, ejidatarios, comuneros o aspirantes ejidatarios, que tengan por objeto privarlos total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios o afecten sus derechos de propiedad o posesión de tierras o aguas, la autoridad responsable, con la sola presentación dela demanda, mandará suspender de oficio y de plano los actos relativos.  En estos casos, tampoco se requerirá que se otorgue garantía para que surta efectos dicha suspensión.  Dichos efectos serán el de que las cosas se mantengan en el estado que guarden y no se prive o desposea a dichas entidades e individuos de sus derechos agrarios o de las tierras o aguas.  En su caso, la medida también tendrá por objeto el que no se cancelen las inscripciones en el registro publico de la propiedad correspondiente, respecto de las tierras de posible afectación.

CAPITULO III.

CAPACIDAD Y PERSONERIA.

Artículo 4º.-  .....................................................................................

I.-  .......................................................................tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo quese afecte de manera personal y directa.  Sin embargo, en los casos de amparos directos interpuestos por núcleos de población, ejidatarios o comuneros, contra actos que puedan tener por efecto el que se les prive de sus derechos agrarios o de las tierras o aguas que les pertenezcan, bastará que se promueva por dichas entidades o individuos, por conducto de los órganos que los representen o de quienes lo promuevan en representación sustituta.

Artículo 10.-  ...................................................................................

En los casos de amparo directo en materia agraria, interpuestos por las entidades e individuos señalados en la fracción I, del artículo de esta ley, la autoridad responsable deberá allegarse los medios probatorios necesarios para dejar precisada la personalidad del promovente.

Artículo 13.- ....................................................................................

En materia agraria, en los casos ya señalados, para la admisión de la demanda bastará la manifestación de que se tiene la personalidad con la que se promueve, sin perjuicio de que la autoridad responsable cumpla con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 10 de esta Ley y de que el Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de ella requiera a las entidades señaladas para que acrediten su personalidad.

En la misma materia, se aceptará la representación sustituta, de los órganos que originalmente la tengan de los núcleos de población ejidal o comunal, por parte de ejidatarios o comuneros con derechos vigentes, cuyo número no deberá ser inferior al veinte por ciento del total de ejidatarios que integren el núcleo de población.
Esta adición tiene como fin el evitar que un pequeño grupo de ejidatarios o comuneros inconformes con los órganos de representación o con los integrantes del núcleo, tengan a su alcance el juicio de amparo, pero sin olvidar que si puede existir tal representación sustituta y tratar de ser congruente con lo dispuesto en el artículo 24, de la Ley Agraria.

Artículo 15.- ..............................................................……………….

.....................................................................................

Cuando el amparo haya sido promovido por núcleos de población o por ejidatarios o comuneros en representación sustituta de estos, el fallecimiento de uno de los integrantes de los comisariados ejidales, comités particulares ejecutivos o de los ejidatarios o comuneros en representación sustituta, no impedirá la continuación del juicio de amparo, con la salvedad de que tratándose de los órganos de representación de los núcleos, el tribunal colegiado deberá requerir a los restantes integrantes, informen quién es el nuevo miembro de dichos órganos.

 ……………………………………………………………………………

Artículo 26.-  ...................................................................................

I.- ....................................................................................................

II.- ....................................................................................................

III.-  ..................................................................................................

a).....................................................................................................

b) .................................................................si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles, salvo que se trate de núcleos de población ejidal o comunal, caso en el cual el Tribunal Superior Agrario deberá ordenar dicha notificación, a su costa.

Artículo 43.- .....................................................................................

.....................................................................................

En el caso de que se reciban en un Tribunal Colegiado de Circuito demandas de amparo relacionadas, de las que alguna deba tramitarse en la vía de amparo indirecto, por estarse en el caso de un tercero extraño al juicio y la restante como amparo directo, deberá declararse incompetente de plano respecto de aquélla y reservarse dictar resolución respecto de la que le compete hasta en tanto se dicte sentencia en el amparo indirecto, a efecto de evitar resoluciones contradictorias.

Artículo 61.-  ....................................................................................

I.-  Sólo procederá el desistimiento en el amparo directo promovido por núcleos de población o ejidatarios o comuneros en representación sustituta, cuando así lo acuerde la asamblea de ejidatarios, cumpliendo los requisitos que establece la Ley Agraria.

Artículo 73.-  ...................................................................................

.....................................................................................

Tratándose del amparo directo promovido por núcleos de población, ejidatarios o comuneros en representación sustituta de éste, también se admitirán las pruebas documentales que presentadas ante la autoridad responsable o en el procedimiento seguido ante las autoridades agrarias, no obren en autos.

La propuesta anterior tiene su fundamento en lo dispuesto en el artículo 27 constitucional vigente, en sus fracciones VII, XV y XIX, que tienen como fin principal proteger a los núcleos de población y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos sobre tierras y aguas y asegurarles una justicia plena, así como en los artículos 9 a 55 de la Ley Agraria y los motivos por lo que se propone son los de evitar dejarlos en estado de indefensión, los diversos problemas que en la práctica se presentan en la sustanciación y resolución de los amparos directos en materia agraria, así como  el hecho de que contrario a lo que pudiera pensarse, existe un grave problema de rezago agrario, acrecentado por la continua necesidad de reponer el procedimiento en los juicios agrarios de los que derivan la gran cantidad de asuntos que en esta materia se ventilan en los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito.  Además, no debe olvidarse que conforme al precepto constitucional invocado y los secundarios, se establece la protección a los núcleos de población respecto de los derechos que ya tiene reconocidos en materia Agraria.  Estoy consciente de que las modificaciones que se plantean pueden generar mucha discusión, e incluso estimarse innecesarias, pero lo que pretendo es el evitar que se genere mayor tardanza en la solución de dichos juicios de amparo, por los diversos problemas que genera su tramitación.

MAGISTRADA. MA. DE FATIMA I. SAMANO HERNANDEZ.

TITULO I

REGLAS GENERALES.

CAPITULO I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES.

El proyecto de una nueva Ley de Amparo, me parece ambicioso y acorde con los tiempos de cambio que esta viviendo nuestro país.

Pongo a consideración algunas inquietudes derivadas de la práctica en el Estado de Oaxaca y que estimo pudieran establecer en esos puntos mayor claridad y precisión en beneficio del gobernado que es el sujeto a proteger en cuanto a sus derechos fundamentales.

En el artículo 23 del proyecto que contiene el conjunto de facultades que se otorgan a los autorizados (27 de la ley vigente), unas de las más importantes, son: la interposición de recursos y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante. Estas facultades se ven limitadas a que se admita y reconozca por la autoridad tramitadora del juicio de amparo el carácter de autorizado, como se confirma con los diversos criterios que así lo han interpretado y que a continuación se transcriben:

AUTORIZADO CON FACULTADES AMPLIAS EN TERMINOS DEL ARTICULO 27 DE LA LEY DE AMPARO. A QUIEN SE DEBE RECONOCER ESE CARACTER PARA LOS EFECTOS DE LA ADMISION DEL RECURSO DE REVISION. Anexo al informe de labores de 1995, Tribunal Pleno, Pág. 115.

AUTORIZADO EN TERMINOS DEL ARTICULO 27 DE LA LEY DE AMPARO. LA OMISION DE SEÑALAR EL NUMERO DE REGISTRO DEL DOCUMENTO QUE LO ACREDITE COMO ABOGADO Y LA SUJECION EN LOS PUNTOS PETITORIOS DE LA DEMANDA PARA ESCUCHAR Y RECIBIR NOTIFICACIONES NO LIMITA SU FACULTAD PARA INTERPONER RECURSOS CUANDO NO SE LE HAN LIMITADO ESTA AUTORIZACION POR EL JUEZ DE DISTRITO. Anexo al informe de labores de 1995. Tribunal Pleno, Pág. 68.

AUTORIZADO EN TERMINOS DEL ARTICULO 27 DE LA LEY DE AMPARO. RECONOCIDO SU CARACTER POR EL JUEZ DE DISTRITO, ESTA FACULTADO PARA ACLARAR LA DEMANDA DE GARANTIAS. Informe de labores de 1988, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, Pág. 94.

AUTORIZADO PARA OIR NOTIFICACIONES, FACULTADES DEL. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917-1988, Segunda Parte, Salas y Tesis Comunes, Págs. 524, 525.

AUTORIZADO PARA OIR NOTIFICACIONES EN MATERIA DE AMPARO, MOMENTO EN QUE SE DEFINE TAL CARACTER. El artículo 27 de la Ley de Amparo, prevé que la persona sobre quien recaiga la designación de autorizada para oír notificaciones, debe acreditar encontrarse legalmente facultada para ejercer la profesión de abogado y proporcionar los datos correspondientes en el escrito en que se otorga dicha autorización, con base en los cuales el juzgador decidirá si ha lugar o no a tenerla como autorizada en términos de la hipótesis legal ya mencionada, lo que acontecerá en el momento en que el juez de Distrito o la autoridad que del amparo conozca, provea sobre la admisión de la demanda de garantías, una vez que se hayan satisfecho todos y cada uno de los requisitos que se mencionan en el artículo 116 de la propia Ley de Amparo, por lo que, no basta la sola circunstancia de que el solicitante de la protección constitucional, mencione a cualquier persona con capacidad legal en su demanda de garantías para que automáticamente se le tenga con el carácter de autorizado en términos del precepto legal analizado.

Informe de labores de 1989, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 141.

NOTIFICACIONES. AUTORIZADO PARA OIRLAS, SU DESIGNACION DEBE SER RECONOCIDA POR EL JUZGADOR PARA QUE PUEDA SURTIR SUS EFECTOS. La autorización que la parte agraviada puede otorgar en los términos del segundo párrafo, del artículo 27 de la Ley de Amparo, no es un acto procesal inocuo, sino uno de trascendencia dentro del juicio constitucional, debido a los diversos efectos legales que le corresponden y, consecuentemente, debe ser reconocida tácita o expresamente por el juzgador para que surta plenamente los efectos pertinente. Aceptar lo contrario, sería tanto como negar al juez su calidad de director del proceso. Lo anterior no implica que el juzgador pueda dejar de reconocer la citada calidad en una forma caprichosa; pero cuando tal ocurra, la resolución correspondiente debe ser combatida en el tiempo oportuno y mediante el recurso que legalmente proceda.

Informe de labores de 1989, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis jurisprudencial 4, página 20.

RECURSOS. DEBEN DESECHARSE CUANDO QUIEN LOS INTERPONE NO HA SIDO RECONOCIDO COMO AUTORIZADO LEGAL. Los recursos interpuestos por quienes a pesar de haber sido autorizados en la demanda de garantías en términos del artículo 27 de la Ley de la materia para promover y oír notificaciones en nombre y representación del quejoso, deben desecharse si, además de que en el auto admisorio de la demanda se les condicionó el reconocimiento de esa calidad a la circunstancia de acreditar ante el Juzgado de Distrito el tener título de licenciado en Derecho o carta de pasante debidamente legalizada de conformidad con lo establecido en los artículos 26 y 30 de la Ley General de Profesiones, en autos no aparece constancia alguna de que se haya cumplido con esa condición.

Informe de Labores de 1988, Segunda Parte, Primera Sala, pág. 57.

REVISION, RECURSO DE. PUEDE SER INTERPUESTO POR EL AUTORIZADO EN TERMINOS DEL ARTICULO 27 DE LA LEY DE AMPARO. Conforme al artículo 27 de la Ley de Amparo, se pueden dar los siguientes supuestos; a) Que la persona autorizada para oír notificaciones quede facultada, entre otras, para interponer los recursos que procedan, para lo cual en materia administrativa es requisito indispensable que la persona autorizada acredite “encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, u deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorguen dicha autorización”; y b) Que el agraviado y el tercero perjudicado designen “personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere esta párrafo”. Si el autorizado, sin haber cumplido con el requisito a que se refiere la primera parte del mencionado precepto legal, pretende ejercer la facultad de interponer el recurso de revisión que estima procedente, y se requiere a la parte quejosa para que dentro del término de tres días haga suyo o no el escrito mediante el cual el autorizado para oír notificaciones interpuso el recurso de revisión respectivo, esto no deja en estado de indefensión a dicha parte, sino que le da la oportunidad de que manifieste lo que a su derecho convenga.

Informe de Labores de 1988, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 226.

Ahora bien, cuando se presenta una demanda de garantías y esta es desechada o se manda aclarar, la autoridad en el auto respectivo, no reconoce el carácter de los autorizados y, en consecuencia, si se interpone el recurso o se impugna el auto de aclaración o incluso se formulan aclaraciones, en ejercicio de la facultad de amplia defensa de los derechos del quejoso, no le son admitidos los recursos o las aclaraciones, precisamente porque no está aún reconocido su carácter al no haberse dado trámite a la demanda; en este sentido, y con motivo del proyecto que se presenta, se propone adicionar al artículo 23 del proyecto un párrafo tercero, que establezca la obligación para la autoridad judicial federal de reconocer el carácter de autorizado en los términos de dicho precepto, 23 del proyecto y 27 de la ley vigente, en los términos siguientes:

“Para los efectos del ejercicio de las facultades otorgadas al autorizado, la autoridad que conozca de la demanda de amparo, reconocerá su carácter expresamente aún cuando deseche la demanda o la mande aclarar”.

SEGUNDA PARTE

SUSPENSION EN MATERIA PENAL.

(ARTICULO 161)

Otro punto práctico, es el relacionado con la suspensión en materia penal, cuando se pide el amparo contra actos que afectan la libertad personal, dentro de un procedimiento de ese orden, a que se refiere el artículo 161 del proyecto, que considero comprende los casos de orden de aprehensión, reaprehensión o formal aprehensión sin que el quejoso haya sido privado de su libertad, dado que todos los demás preceptos del proyecto se relacionan con aquellos en que el quejoso ya se encuentra detenido o privado de su libertad. En estos supuestos, el órgano jurisdiccional de amparo concede la suspensión, sino se trata de delito grave para que el quejoso no sea privado de su libertad personal y lo sujeta a ciertas medidas de seguridad como son el otorgar garantía y presentarse en un plazo de tres días ante el Juez del proceso, tomando como base que el órgano de amparo debe tomar las medidas necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable para el caso de que no se le conceda el amparo. 

Estas medidas dan lugar a lo siguiente:  1. El quejoso se presenta ante el Juez del proceso en cumplimiento de la prevención contenida en el auto que le otorga la suspensión, y este le decreta su detención virtual y lo cita para declarar en preparatoria, en este momento el indiciado, solicita su libertad provisional bajo caución en los términos del artículo 20 fracción I de la Constitución; el Juez le niega el beneficio, aduciendo que se encuentra a disposición del Juez Federal en cuanto a su libertad personal, por un lado y, por otro, que no esta materialmente preso, con motivo de la suspensión. Este problema se deja ver en la práctica cotidiana y provoca dilaciones en la obtención de ese beneficio que esta ligado directamente al procedimiento penal que no esta suspendido y que no implica necesariamente en este caso especifico que la persona este materialmente internado en la penitenciaria, para poder acceder al mismo. Por lo tanto, tratándose de objetivos diversos, las garantías para obtener la suspensión de la orden de aprehensión y sus efectos a los del procedimiento penal, ligado al beneficio Constitucional, considero que debe precisarse en la Ley de Amparo que la suspensión decretada en el amparo, no impide que el Juez del proceso penal, otorgue el beneficio que prevé el artículo 20 de la Constitución en su fracción I. En consecuencia propongo se adicione una segunda parte al artículo 161 del proyecto que diga:

“Esta medida no impide que se otorgue al quejoso, por el juez del proceso, el beneficio a que se refiere el artículo 20 fracción I de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos”

2. El quejoso se presenta ante el Juez del proceso en los términos ya señalados en el punto anterior y se le decreta formal prisión. En este caso se dejó sin materia el juicio de amparo y se actualiza su improcedencia por cambio de situación jurídica, lo que se estima contrario a lo dispuesto por los artículos 145 y 148 del proyecto, que en su orden indican:

ARTICULO 145.  En los casos en que la suspensión sea procedente, el órgano jurisdiccional de amparo deberá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga surtiendo efectos. Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, el órgano jurisdiccional ordenará que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser materialmente posible, restituirá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo. El órgano jurisdiccional de amparo, tomará las medidas que estime necesarias para evitar que se defrauden los derechos de los menores o incapaces, en tanto se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo.

ARTICULO 148.  En los casos en que la suspensión sea procedente se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento judicial o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo.

Como en las hipótesis expuestas es claro que no se satisfacen los extremos de estos preceptos, al hacer obligatoria la comparecencia del quejoso ante el Juez del proceso penal y por lo tanto necesario que se resuelva su situación jurídica, en el suceso de que se le dicte formal prisión se le priva de la oportunidad de obtener una declaración constitucional sobre un mandato de aprehensión que no reúna los requisitos del artículo 16 o 19 constitucionales o viole el principio de la legalidad, por lo tanto opino se agregue al artículo 161 del proyecto un segundo párrafo que diga: 

“El órgano de amparo dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no obtener la Protección Federal. Para el quejoso será opcional presentarse o no ante el Juez del proceso durante el trámite y resolución del juicio de amparo”.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

(ARTICULO 209) 

El problema de la ejecución de la sentencias de amparo, dentro de los plazos legales, ha venido presentando innumerables obstáculos que lejos de propiciar la cabal protección de la constitución y de los derechos fundamentales, provoca dilación, en virtud de que las autoridades eluden satisfacer los extremos de las ejecutorias de amparo o le dan una interpretación diversa a lo resuelto o simplemente recurren a esperar que se agoten todas las instancias superiores. Por ello, es conveniente darle agilidad al procedimiento del cumplimiento de las sentencias de amparo. Propongo se establezca una forma legal, de avanzada, que suprima esos aspectos dilatorios. Cual seria la formula? Al respecto, recurro a la experiencia de como cumplen las responsables las propias ejecutorias. En primer lugar, dejan son efecto el acto o resolución reclamados y a continuación al dictar una nueva resolución, que es a lo que se refiere el tercer párrafo del artículo 209 del proyecto, reproducen el contenido de la sentencia de amparo y remiten copia de la misma al Tribunal Federal. Propongo que en los casos en que transcurra el plazo legal sin que se cumpla la ejecutoria, a petición de parte, se determine que ante la omisión de la autoridad responsable, se deje sin efecto, la resolución o acto materia de la sentencia de amparo y precisados sus efectos de acuerdo con la reforma propuesta en el proyecto, se tenga por cumplida con el contenido de la propia sentencia de amparo, en el expediente, procedimiento o actuación de que emane el acto reclamado. Con ello se cumple integralmente el que el quejoso sea restituido en el respeto del derecho violado; lo anterior sin perjuicio de que la parte quejosa continúe el procedimiento correspondiente por exceso o defecto, repetición del acto reclamado o incumplimiento total a la ejecutoria.

Esta propuesta se sustenta en cuanto a que en el proyecto que se propone, en el artículo 75 fracción II, párrafo segundo, se establece: “EN EL ULTIMO CONSIDERANDO DE LA SENTENCIA QUE CONCEDA EL AMPARO EL JUZGADOR DEBE, PARA SU ESTRICTO CUMPLIMIENTO, PRECISAR SUS EFECTOS”. Esta reforma desde luego viene a satisfacer uno de los puntos de interpretación respecto al alcance de las sentencias de amparo en cuanto a su cumplimiento; ante ello y con el objeto de guardar congruencia con esta nueva disposición, es necesario hacerla llegar a la satisfacción del objetivo del juicio de amparo, y hacerla parte del cumplimiento de la misma. Propongo desde luego que en lo que se refiere al capítulo de disposiciones complementarias, artículo 209 del proyecto se contemple en su tercer párrafo lo siguiente:

“Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores, los casos en que solo las autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la sentencia de que se trate y aquéllos en que la ejecución consista en dictar nueva resolución en el expediente o asunto que haya motivado el acto reclamado, mediante el procedimiento que establezca la ley; no obstante lo anterior en los casos en que proceda, la omisión en el cumplimiento oportuno de la ejecutoria, motivará que la parte que obtuvo solicite al Juez Federal deje sin efecto el acto reclamado motivo de la Protección Federal y la ejecutoria de amparo se tenga como cumplimiento de la misma en el procedimiento que origina el acto reclamado; pero si se tratare de la libertad personal, en la que debiera restituirse al quejoso por virtud de la sentencia y la autoridad responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la resolución que corresponda dentro de un término que no podrá exceder de tres días, el órgano jurisdiccional de amparo mandará ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda. Los encargados de las prisiones, darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a esta disposición”.

JORGE E. FRANCO JIMENEZ

PONENCIA QUE PRESENTA EL MAGISTRADO HÉCTOR SOTO GALLARDO, COORDINADOR DE JUECES DE DISTRITO Y MAGISTRADOS DEL TERCER CIRCUITO JALISCO Y COLIMA.

TEMA: DISPOSICIONES FUNDAMENTALES (REGLAS GENERALES).

PONENCIA: REFORMAR LAS FRACCIONES III Y V, SEGUNDO PARRAFO, DEL ARTÍCULO 77 DEL CAPÍTULO X DEL TÍTULO PRIMERO, DEL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO.

TEXTO DEL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO QUE SE PROPONE REFORMAR:

“Artículo  77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes: 

I.
En cualquier materia:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo (…); y

b) A favor de los menores e incapaces.

II.
En materia penal, a favor del reo;

III.
En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

IV.
En materia laboral, a favor del trabajador; y

V.
En las materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1º. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia del amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

TEXTO QUE SE PROPONE EN ESTA PONENCIA:

“Artículo 77. (…)

III. En materia agraria, a favor de los núcleos de población ejidal o comunal  o de los ejidatarios o comuneros, lo mismo si figuran como quejosos que  como tercero perjudicados. 

(…)

V. (…)

La suplencia de la queja deficiente se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios.”

RAZONES DE ORDEN JURIDICO Y PRÁCTICO:

I. SOBRE LA FRACCIÓN III DEL ARTICULO 77:

1. - De acuerdo con el texto del proyecto de la fracción III del artículo 77, en materia agraria sólo se aplicaría en el caso del artículo 16 del mismo proyecto de ley, que se refiere a los casos en que el amparo se promueva contra actos de privación total o parcial, temporal o definitiva,  de los derechos agrarios de núcleos ejidales o comunales.

Por tanto, quedarían fuera del beneficio procesal de la suplencia a favor de dichos núcleos de población, aparentemente, los casos en que funjan como terceros perjudicados en los juicios de amparo en materia agraria. Ello porque los casos del citado artículo 16 sólo se refieren a “cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar…”, expresión que fácilmente puede entenderse referida sólo a los casos en que dichos poblados funjan como quejosos.

PRIMERA CONCLUSION.- En consecuencia, sería sugeriste que se incorporara al proyecto de la referida fracción III la expresión: “lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados”

2. También de acuerdo con el texto del proyecto de la referida fracción III, al referirse sólo a los casos del artículo 16 del mismo proyecto de ley, quedarían excluidos del beneficio de la mencionada suplencia,  los individuos a que se refiere el artículo 212 de la hoy  vigente Ley de Amparo, los ejidatarios y los comuneros.

No existe razón para estimar que tales individuos, pertenecientes a la clase campesina, no puedan ser beneficiarios de la suplencia de la queja, pues además de que siguen perteneciendo a una clase hoy por hoy débil, en el proyecto se beneficia con tal instituto incluso a los que litigan en materia civil o administrativa, con independencia de sus condiciones sociales, culturales o económicas, en tanto que, aun cuando aquellos individuos, en controversias agrarias, pudieran enfrentarse en el juicio de amparo, no hay obstáculo jurídico ni práctico para aplicar el beneficio procesal mencionado a favor de ambos, conservando en esos casos el juzgador un equilibrio procesal. Por lo contrario, no puede concebirse que en tales controversias constitucionales por derechos agrarios individuales se aplicara el principio de Estricto Derecho, que impide al juzgador de amparo examinar oficiosamente violaciones constitucionales o legales que no se hicieron valer por torpeza del abogado o del patrocinador del ejidatario o comunero (cuya sempiterna falta de recursos para contratar buenos abogados, que perdura crudamente hasta nuestros días, no requiere de mayor demostración), y así agregar un caso más de Estricto Derecho a los dos únicos que hoy contempla la Ley de Amparo: el patrón en amparo laboral y el pequeño propietario en materia agraria.

Tales individuos tampoco aparecen en ninguna otra de las restantes fracciones del proyecto del artículo 77, y si se los quisiera encuadrar en  la materia administrativa a que se refiere la fracción V del citado artículo (que genéricamente comprende, en doctrina, a la materia agraria), tal interpretación no sería  lógica ni técnica,  porque, siendo innegable que existen derechos agrarios individuales, generando así una materia específicamente agraria para aquellos individuos cuando funjan como quejosos o terceros perjudicados en el amparo,  la misma materia agraria no podría entenderse contemplada en dos disposiciones legales,  una para derechos agrarios colectivos (fracción III) y otra para derechos agrarios individuales (fracción V), lo que contrariaría la hermenéutica jurídica y la técnica legislativa.

Entonces, para incluir a los comuneros y ejidatarios como beneficiarios de la suplencia, debería describirse a las entidades e individuos en la comentada fracción III, con el mismo sistema con que las fracciones II y IV del proyecto del artículo 77 delimitan el campo de aplicación de la suplencia en las materias penal y laboral, respectivamente: a favor de ciertas clases de individuos, el reo y el trabajador. 

SEGUNDA CONCLUSIÓN.- Consecuentemente, sería sugerible que en la fracción III del proyecto del artículo 77 que se comenta, se haga referencia directa a las entidades e individuos que en materia agraria son beneficiarios de la suplencia de la queja deficiente, así: “III.- (…), a favor de los núcleos de población sujetos al régimen ejdal o comunal y de los ejidatarios o comuneros, (…)”.

II. SOBRE EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN V DEL  PROYECTO DEL ARTÍCULO 77 COMENTADO (O ÚLTIMO PARRAFO DEL MISMO ARTÍCULO 77).

De acuerdo con el texto del párrafo de referencia, el beneficio de la suplencia  se aplicaría conforme al criterio de estimar como  deficiencia máxima de la queja,  la ausencia de los conceptos de violación en la demanda de amparo o la ausencia de agravios en los recursos en el juicio de garantías.

En dicho párrafo se señala tal aplicación en los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V del artículo 77, que son los casos de menores o incapaces, del  trabajador en materia laboral y de las materias civil y administrativa, respectivamente.

Por tanto, quedan excluidos de dicho beneficio tres casos, a saber:

a. El de leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia y el de declaraciones generales de inconstitucionalidad (fracción I, inciso a).

b. El de la materia penal, a favor del reo (Fracción II), y,

c. El de la materia agraria (fracción III).

Pues bien, tal exclusión debería suprimirse abandonarse en el proyecto para dejar el instituto de la suplencia de la queja aplicable en toda su plenitud conforme a lo siguiente: 

RAZONES DE ORDEN LÓGICO:

 La exclusión de tales casos en la aplicación de la suplencia de la deficiencia máxima de la queja (ausencia de conceptos de violación o agravios), implica, necesariamente: 1. Que se formulen conceptos de violación o agravios; 2. Que tales conceptos de violación o agravios sean ajenos o deficientes en cuanto a la violación que deberá repararse en suplencia de la queja deficiente, pues si fueran atinentes, correctos, congruentes, nada habría que suplir. En suma, que para suplir la queja deberá exigirse la expresión deficiente o incongruente de conceptos de violación o agravios. Empero, no es lógica tal exigencia si precisamente suplir la deficiencia de la queja consiste en hacer valer el juez argumentos que no proporcionó el quejoso o el recurrente.

Debe traerse a colación que las Comisiones Unidas de Justicia y Segunda Sección de la de Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores encargadas de formular el dictamen respectivo sobre  la  iniciativa que proponía adicionar el artículo 76 bis de la Ley de Amparo (que trata de la suplencia de la queja), estimó que:  “(…) se justifica plenamente la existencia de la suplencia de la queja, es decir, que el juzgador esté facultado para no ceñirse ni limitarse a los conceptos de violación expresados en la demanda de amparo, sino que debe hacer valer, oficiosamente en ciertos amparos, vicios y violaciones inconstitucionales de los actos reclamados”, así como que:   ”Una demanda de amparo, o un recurso de revisión, pueden ser deficientes por omisión o imperfección, de donde se infiere que suplir la deficiencia de la queja, significa llenar las omisiones en que hayan incurrido la demanda o el recurso (…)”. --- Véase el número 7, 23 de abril de 1986, del Diario de los Debates del Senado del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos.

En resumen, no es lógico exigir la expresión de un concepto o agravio defectuoso en cuanto a la violación que conducirá al amparo (primera deficiencia: su imperfección), o que sean ajenos a la violación (segunda deficiencia: su incongruencia por omisión en cuanto a la violación conducente al amparo o a la revocación del fallo recurrido), dado que si tales argumentos son precisamente defectuosos o, peor aún, nada tienen que ver con esa violación, es irrelevante que se expresen o no; es decir, que es inadmisible, por contrariar la finalidad antiformalista de la institución de la suplencia de la queja deficiente, que para su aplicación se exija la expresión de conceptos de violación imperfectos o ajenos al agravio constitucional o legal advertido por el juzgador.   

Corolario de lo expuesto, no existe razón lógica para aplicar el beneficio procesal de que se trata en unos casos –leyes declaradas inconstitucionales, materia penal y materia agraria- parcialmente (con expresión de conceptos de violación o de agravios imperfectos u omisivos, que, de todos modos, deberán suplirse); Y,  en otros –los casos previstos en el proyecto-, plenamente, aún en ausencia de los referidos conceptos y agravios.

OTRAS RAZONES DE ORDEN LÓGICO, TECNICO Y JURIDICO.

A. En el caso de las leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe señalarse que es irrelevante que se expresen o no conceptos de violación o agravios en torno a la inconstitucionalidad de la norma declarada inconstitucional, si precisamente ello ya fue materia de estudio por el máximo órgano jurisdiccional del país. 

Además, en  este caso se aplican las mismas razones plasmadas en el inciso anterior, en suma, que es ocioso exigir que se expresen tales conceptos y agravios si de todos modos el juez deberá suplirlos, con la añadidura, en el caso de leyes declaradas inconstitucionales, de que el juez de amparo estará obligado no a estudiar oficiosamente la  inconstitucionalidad, sino a reiterar los motivos de la jurisprudencia.

 B. En el caso de la materia penal, que, como se está comentando, no se incluyó en la parte final del artículo 77 (suplencia plena de la queja), tal vez se estimó que era muy obvio que, como actualmente reza la fracción II del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, la suplencia de la queja opera “aun ante la ausencia de los conceptos de violación o agravio del reo”,  y que tal exclusión se podría colmar con la muy añeja y reiterada jurisprudencia en materia penal en ese sentido, pues no existen razones para considerar que al reo ya no deba suplírsele la queja deficiente en términos distintos, dados los innegables valores implicados en la materia penal, como es la vida y l a libertad personal, entre otros. 

Sin embargo, si de lo que se trata es de proponer una nueva Ley de Amparo, no sería deseable, de antemano, pensar en la complementación anticipada de la ley con la jurisprudencia, pues ésta es esencialmente interpretativa y si bien en algunos casos es complementadora de la ley,  tal función no puede estimarse simultáneamente a la creación de ésta, y menos previa a la propia ley.

C. Por lo que toca a la materia agraria, también excluida de la aplicación plena de la suplencia de la queja deficiente, tal vez ocurra lo mismo que con la materia penal, de que se estimó tan obvia la aplicación de esa suplencia plena por la también reiterada y relativamente añeja jurisprudencia en ese sentido, de suplir aun ante la falta de conceptos de violación o de agravios, que se pudo pensar innecesaria su inclusión en la disposición última del proyecto del artículo 77 que se comenta, por lo cual son puntualmente válidas las razones expresadas en el inciso precedente. 

RAZONES DE ORDEN PRÁCTICO.

Finalmente, el hecho de que en el mismo precepto legal que regula la suplencia de la queja deficiente se prevea que en ciertos casos opera dicha suplencia aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios, y en otros no, generó problemas importantes de interpretación, que en la práctica pueden evitarse si se incluyen los casos no mencionados en el último párrafo del artículo 77 del proyecto, pues seguramente la jurisprudencia posterior a la Nueva Ley de Amparo tendría que hacer la misma labor que hizo con la ley ahora vigente, de ampliar a los casos de las materias laboral, agrario y civil  la aplicación del beneficio de que se trata aun ante aquella ausencia de motivos de inconformidad. Dado lo breve de esta ponencia, sólo me referiré a un caso, el de la materia laboral. 

Así es. Sucedió que, como está actualmente redactado el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, sólo en materia penal se contempla expresamente que la suplencia opera aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, la entonces Cuarta Sala de la anterior Suprema Corte de Justicia sustentó la Jurisprudencia número 47/94 (que se publicó con el número 532 en las páginas 351 y siguiente del Tomo V del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995,  título: “SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL TRATÁNDOSE DEL TRABAJADOR. CASO EN QUE NO OPERA”), sosteniendo, esencialmente, que “(…) la citada disposición [el artículo 76 bis] sólo autoriza, en su fracción II, a que se supla la deficiencia de la queja, aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios, exclusivamente en materia penal a favor del reo, dados los valores e intereses humanos de la más alta jerarquía que se protegen, como son la vida y la libertad de la persona, muy superiores y de mayor relevancia que los que en lo laboral se pretenden proteger” negando al caso de la materia laboral la aplicación plena de la suplencia de la queja.

Tal jurisprudencia, por cierto generada al dirimir una contradicción de criterios,  fue votada contra el voto particular y razonado del señor ministro Juan Díaz Romero el 10 de octubre de 1994.

El 2 de agosto de 1995, al presentarse una nueva contradicción de tesis con relación al mismo problema, la actual Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, adoptando casi íntegramente el referido voto particular, determinó lo que, por su interés, a continuación transcribo:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL A FAVOR DEL TRABAJADOR. OPERA AUN ANTE LA AUSENCIA TOTAL DE CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS.- La Jurisprudencia 47/94 de la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que lleva por rubro: “SUPLENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA LABORAL TRATÁNDOSE DEL TRABAJADOR. CASO EN QUE NO OPERA”, establece que para la operancia de la suplencia de la queja en materia laboral a favor del trabajador es necesario que se expresen conceptos de violación o agravios deficientes en relación con el tema del asunto a tratar, criterio que responde a una interpretación rigurosamente literal del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, para negar al amparo promovido por el trabajador el mismo tratamiento que la norma establece para el amparo penal, a través de comparar palabra a palabra la redacción de las fracciones II y IV de dicho numeral, cuando que la evolución legislativa y jurisprudencial de la suplencia de la queja en el juicio de garantías lleva a concluir que la diversa redacción de una y otra fracciones obedeció sencillamente a una cuestión de técnica jurídica para recoger y convertir en texto positivo la jurisprudencia reiterada tratándose del reo, lo que no se hizo en otras materias quizá por no existir una jurisprudencia tan clara y reiterada como aquélla, pero de ello no se sigue que la intención del legislador haya sido la de establecer principios diferentes para uno y otro caso. Por ello, se estima que debe interrumpirse la jurisprudencia de referencia para determinar que la suplencia de la queja a favor  del trabajador en la materia laboral opera aun ante la ausencia total de conceptos de violación o agravios, criterio que abandonaba las formalidades y tecnicismos contrarios a la administración de justicia para garantizar a los trabajadores el acceso real y efectivo a la Justicia Federal, considerando no sólo los valores cuya integridad y prevalencia pueden estar en juego en los juicios en que participan, que no son menos importantes que la vida y la libertad, pues conciernen a la subsistencia de los obreros y a los recursos que les hacen posible conservar la vida y vivir en libertad, sino también su posición debilitada y manifiestamente inferior a la que gozan los patrones.” (Jurisprudencia número 39/95, emitida por la actual Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis número 51/94, suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, publicada en las páginas 333 y 334 del Tomo II, Septiembre de 1995, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta).

UNICA CONCLUSIÓN DE ESTE APARTADO.- Sería entonces sugerible que el segundo párrafo de la fracción V del artículo 77 del proyecto se reformara para quedar así: “V. (…) La suplencia de la queja deficiente se dará aun ante la ausencia de los conceptos de violación o agravios”.

MGDO. HÉCTOR SOTO GALLARDO.

Guadalajara, Jalisco, 19 de octubre de 2000.

Ponencia que realiza el Lic. Manuel  Vargas Gallardo elegido como representante de los abogados colegiados del Estado de Chihuahua, en relación con el articulo 16, fracción II, inserto en el Titulo Primero, Capitulo III, Plazos, del Proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La presente ponencia se encuentra encaminada al análisis de la fracción II, del articulo 16 del citado proyecto de ley, desde el punto de vista social y humanitario que caracteriza al Derecho Penal y, por consiguiente, al amparo en materia penal.

Para lograr el objetivo que se persigue en la presente ponencia, se considera pertinente hacer las siguientes reflexiones.

Los derechos humanos se traducen en imperativos éticos emanados de la naturaleza del hombre que se convierten en el respeto a su vida, dignidad y libertad en su dimensión de persona, no provienen de la ley  positiva sino del derecho natural y son anteriores y superiores a la ley que los órganos legislativos del Estado crean, los cuales tienen el deber ético de reconocerlos como fundamento de la vida publica y social.

Ahora bien como imperativos de carácter moral y filosófico, los derechos humanos asumen positividad a virtud de dicho reconocimiento. Esta asunción les otorga obligatoriedad jurídica al convertirlos en el contenido de los derechos subjetivos públicos que son un elemento esencial integrante de las garantías individuales o del gobernado. Por consiguiente, merced a tal conversión adquieren coercitividad que se proyecta sobre  la actuación de los órganos del Estado y la cual, por esta razón, se torna coercible. De estas afirmaciones se infiere la relación que existe entre los derechos humanos, los derechos subjetivos públicos y las citadas garantías. Los primeros, por su imperatividad ética, condicionan la previsión constitucional de los segundos que a su vez se implican en las garantías del gobernado.

La implantación constitucional de las llamadas "garantías individuales"(cuyo concepto tan diversamente se ha interpretado y que con lenguaje mas apropiado equivale a la idea de "garantías del gobernado")  ha significado en la evaluación del Derecho Publico una etapa inicial, aunque de capitalista importancia, en el afán deontologico de adecuar los ordenamientos positivos fundamentales a la naturaleza humana, a efecto de preservar una esfera mínima en que el hombre como tal y como gobernado, es decir, como miembro de una comunidad organizada en Estado y dirigida autoritariamente, pueda desenvolver su propia personalidad en consecución de sus fines vitales. Sin embargo, la sola inserción en la Constitución de un país de preceptos en que se declaren o establezcan las garantías del gobernado, seria como lo fue bajo el imperio de diversos ordenamientos constitucionales, insuficiente e ineficaz en la realidad para lograr su verdadera observancia frente al poder publico. El propósito de asegurar los derechos del gobernado, principalmente los que tienen como contenido la libertad humana en sus variadas manifestaciones, estaría destinado a su fatal frustración, sin que concomitantemente a la consagración jurídica de las potestades naturales del hombre, se instituyese un medio para lograr el respeto y cumplimiento a las normas  en que tal consagración opere.

Ahora bien, dicha tutela seria negatoria, vana o quimérica, si la protección impartida al gobernado por el ordenamiento constitucional no fuese completa o integral, esto es, si solo se redujera a instituir las "garantías individuales" o a declarar los "derechos del hombre", sin brindar al sujeto, correlativamente, un medio jurídico eficaz para exigir y lograr por la vía coactiva su observancia, pues no debe olvidarse  que la protección de la libertad, como el mas preciado elemento de la persona humana después de la vida, no se logra simplemente por su mera consagración jurídica, sino por el aseguramiento  adjetivo o procesal de las normas constitucionales o legales que la erigen en verdadero derecho subjetivo. 

Así, pues históricamente surgió la urgencia de encontrar un medio jurídico de hacer respetar los derechos consagrados en la ley a favor de los gobernados ante el poder y autoridad de los gobernantes, o sea, un conducto legal mediante el cual la persona que hubiese sido afectada  y agraviada en sus derechos fundamentales, en sus garantías individuales, principalmente en su libertad, pudiera exigir la reparación del agravio inferido, en caso de que este ya se hubiera consumado, o la suspensión del acto autoritario  causante del mismo. Esta necesidad histórica, que fue siendo esporádicamente el origen de la implantación de medios tutelares de los derechos del hombre frente a las autoridades estatales, fue sin duda, la que dio vida positiva a diversos elementos legales de preservación, pero estos encuentran su fundamentacion, además, en circunstancias inherentes a la índole misma de los derechos protegidos, los cuales, en especial el de la libertad, son privativos y consubstanciales a la personalidad humana.

El juicio de amparo surgió a la vida jurídica de México merced al impulso social, canalizado por sus forjadores, de proteger las garantías individuales o los llamados "derechos del hombre", principalmente, es decir, la esfera del gobernado contra cualquier acto de poder publico que afectase o amenazase su integridad, y dentro de cuya esfera ocupa un lugar prominente la libertad humana, no se funda, pues, exclusivamente en razones positivas, de carácter estrictamente legal; su fundamentación  no radica nada mas en un conjunto de preceptos o normas jurídicas, fruto de una  cierta actividad legislativa, sino que esta dotada de raigambres filosóficos y su implantación, basada en principios  necesarios de la personalidad humana, obedece a una exigencia universal del hombre.

Luego, si el juicio de amparo, desde su nacimiento, ha tenido como fin primordial preservar las garantías individuales del gobernado, entre las cuales, la libertad es uno de los bienes de mayor jerarquía axiológica, pues solo la vida la supera y, dado que la legislación mexicana no impone ya la pena de muerte, (excepción hecha de los casos previstos en al Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), se puede afirmar que la libertad es el bien mas valioso y el eje mismo sobre el cual gira la nueva totalidad del drama penal. Porque entonces pretender, mediante la creación de una nueva norma, articulo 16, fracción ll, del proyecto de ley de amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos, limitar la facultad que actualmente otorga la ley de la materia al gobernado para acudir, en cualquier tiempo, de defensa de su garantía de libertad cuando esta se ve afectada por un acto de autoridad, imponiéndole un termino perentorio de noventa dias? ¿Qué acaso no es aquella facultad, consecuencia lógica y natural de la salvaguarda integral que debe realizar todo orden jurídico estatal en beneficio de la libertad humana?, ¿por qué sacrificar ese derecho en aras de una economía procesal que carece de justificación social?, ¿qué, cuando las autoridades de un Estado en realidad buscan el bienestar, mediante el respeto a la personalidad de todos y cada uno de sus miembros, no asimismo procuran que ese respeto pueda en la practica exigirse e imponerse a ellas mismas por aquel en cuyo favor no ha sido observado?, ¿En donde pues descansa el justificante social de tal determinación, si en la introducción, del propio Proyecto de Ley de Amparo, en el capitulo relativo a los términos para la presentación de la demanda, sé asentó que en términos generales se busco ampliarlos, porque entonces conceder un lapso mayor del previsto por la Ley de Amparo vigente para promover el juicio de garantías contra normas generales autoaplicativas e imponer un termino perentorio de noventa dias  para promover ese juicio cuando se reclama la sentencia condenatoria en un proceso penal?, ¿es acaso axiológicamente de mayor relevancia la inconstitucionalidad de una norma autoaplicativa que la libertad de la persona?.

Ahora bien, la razón que se esgrime en la introducción del citado proyecto de ley, en el sentido de que la fijación del aludido termino, es ante todo por el hecho de que en el país han cambiado las circunstancias que hacían necesaria su falta de fijación,  sobre todo en lo que hace a la dificultad de obtener defensor o contar con las defensas adecuadas en el juicio de amparo; constituye una justificación social para limitarle a noventa días hábiles, su derecho al sentenciado para promover el amparo contra la sentencia condenatoria, pues si bien en algunos casos, este termino pudiera resultar suficiente para permitir una debida defensa, así como para lograr una adecuada definición sobre la situación de las partes sometidas a un proceso penal, como se asentó en el mencionado proyecto, en otros, sino es que en la mayoría, tendría un resultado negativo.

Para ilustrar las anteriores afirmaciones recurrimos a un ejemplo, el sentenciado o agraviado no es perito en derecho y puede suceder que su defensor haya llevado a cabo una defensa deficiente e indebida, lo cual, trae como consecuencia, que se emita una sentencia no adecuada a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que aquel pudiera haber participado y, por ende, la imposición de una pena mayor al grado de peligrosidad o responsabilidad que pudiera resultarle, y bastaría con que existiera un solo caso  en que se haya llevado a cabo una ilícita aplicación de la ley penal en perjuicio de un sentenciado, para que se justificara la no limitación del termino para la interposición de la demanda de amparo en contra de ese acto de autoridad, habida cuenta que la esperanza de obtener la Libertad de una persona siempre debe prevalecer y lo que hasta ahora ha mantenido viva la esperanza, así como la confianza  de los agraviados  en la justa aplicación de la ley es, sin duda, el juicio de amparo, de ahí que, se reitera, no existe una justificación social para limitar el derecho del gobernado para acudir en defensa de su libertad, vía amparo, pues tampoco debe olvidarse que los términos judiciales se conceden para el ejercicio de un derecho, con una amplitud proporcional a la importancia de su objeto, entonces atendiendo a la importancia que la garantía de libertad representa tanto para el individuo en lo particular, como para la sociedad en general, deben prevalecer los medios jurídicos de protección y aseguramiento de dicha libertad, pues una legislación que contenga como garantías supremas los derechos propios de la persona y que a su vez omita proveer a esta de los medios idóneos para hacerlos respetar  es, cuando menos,  incompleta, si no es que ineficaz en ese aspecto.

Por los razonamientos anteriores, se propone que se modifique el articulo 16, fracción ll, del proyecto de La Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que quede redactado en los siguientes términos:

Articulo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

l. cuando se reclame una norma  general autoaplicativa, en que será de cuarenta cinco días;

II. En cualquier tiempo, cuando se reclame la sentencia                                                                                condenatoria en un proceso penal;

lll.   Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener  por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios  a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa dias; y, 

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el articulo 22 de la Constitución Política de los Estados, así como la incorporación forzosa al ejercito, armada o fuerza aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.

MUCHAS GRACIAS.

Chihuahua, Chihuahua, a 6 de Octubre del dos mil.

Lic. Manuel Vargas Gallardo

PONENCIA PRESENTADA POR LOS CUATRO JUECES DEL NOVENO CIRCUITO RESIDENTES EN SAN LUIS POTOSI

PRESENTACION

Es motivo de júbilo para todo jurista, cualquier intento que busque mejorar la estructura jurídica de una Nación, pero aún más, cuando esa propuesta se refiere a La Ley de Amparo, una de las instituciones más nobles, bondadosa y genuinas de nuestro Sistema Jurídico Patrio, que ha sido esencia de nuestro derecho y pilar de la justicia mexicana.

Por eso es que, la comunidad jurídica en general, recibió con gran emoción, la Propuesta de la Nueva Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero no sólo por lo que por sí misma representa, esto es, como gran evolución jurídica, sino también por su origen sin precedentes, es decir, por emanar de un foro convocado por el más Alto Tribunal de nuestra Nación, en el que se ha estado llamando a todos los juristas, e incluso, público en general interesado en participar; logrando así conjugar y armonizar, a través de la Comisión creada para tal efecto, una gran diversidad de ideas inspiradas no únicamente en la jurisprudencia y tesis aisladas, sino en la experiencia que da la vida diaria en la práctica del derecho, en la doctrina y en el anhelo permanente de una mayor impartición de justicia.

No obstante que, sin duda alguna, el proyecto de Ley de Amparo que originó el Congreso de Juristas en Mérida, Yucatán, es el resultado de múltiples y valiosas aportaciones, así como de innumerables esfuerzos y desvelos de todos los que estamos interesados en ello, debemos estar conscientes que, como toda actividad humana, no es perfecta, sino perfectible, de ahí la importancia de este Congreso cuyo fin primordial es enriquecer o pulir el citado proyecto que ya de por sí es un gran logro.

Estamos convencidos de que el producto de esta reunión nacional de juristas elevará la excelencia del multicitado proyecto, a fin de evitar, como desafortunadamente ha sucedido con otras legislaciones, infinidad y constantes reformas, y no a largo o mediano plazo, sino en breve, y que propicia inseguridad jurídica.

Antes de desarrollar la presente ponencia, se estima pertinente aclarar que en su elaboración participaron los cuatro Jueces del Noveno Circuito en San Luis Potosí (Juez Primero, Enrique Zayas Roldán; Juez Segundo, Leticia Morales García; Juez Tercero, Gerardo Torres García, Juez Cuarto, Laura Coria Martínez).

Asimismo es pertinente destacar que los Jueces que elaboramos esta ponencia hemos estudiado a profundidad el proyecto de la Ley de Amparo que evidentemente es un gran logro de la comunidad jurídica, sin embargo, tenemos múltiples ideas que pueden contribuir a su mejora, para que en lo futuro ese proyecto, enriquecido con todas las inquietudes y aportaciones de los participantes en el Congreso Nacional de Juristas, constituya una Ley que realmente sea valedera o vigente por muchos años al ser motivo tanto de la experiencia de los Juristas, como de los requerimientos de la sociedad mexicana.

No obstante las múltiples ideas que tenemos respecto del proyecto por razón del tiempo de que se dispone para la exposición, únicamente nos avocaremos a los siguientes temas: 

1.- Plazos;

2.- Notificaciones;

3.- Artículo 116 del Proyecto de la Ley de Amparo;

4.- Posibles errores de redacción o de escritura.

(Propuesta desarrollada por el licenciado Enrique Zayas Roldán, Juez Primero de Distrito en el Estado de San Luis Potosí)

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo IV

Notificaciones

Uno de los temas centrales de esta ponencia es el relativo al capítulo de notificaciones, y, concretamente, lo concerniente al citatorio previsto en el artículo 26, fracción I, inciso b), del Proyecto de la Ley de Amparo, citatorio que se debe dejar cuando se pretende hacer una notificación personal y no se encuentre al directamente interesado. 

Un avance que da mayor celeridad al procedimiento y más oportunidad de defensa, está plasmado en la fracción I, inciso a) del referido artículo 26, al contemplarse la posibilidad, o más bien la obligación, de entregar "copia autorizada de la resolución que se notifica, y, en su caso de los documentos a que se refiera dicha resolución".

Es obvio que con lo anterior, se evitará al litigante la molestia y pérdida de tiempo que implica pedir copias de la resolución que se notifica, pues desde el momento mismo de su notificación se le entregarán tales copias.

Aunado a ello, es evidente que con la entrega de esas copias, en su caso, tiene mayor posibilidad de combatir las resoluciones respectivas, ya que puede preparar el medio de defensa que proceda desde que recibe tales copias, sin tener que, como sucede en la actualidad, gestionar su expedición, lo que evidentemente implica pérdida de tiempo que bien puede aprovechar para preparar su defensa.

Se estima que la figura del citatorio que se debe dejar en el domicilio señalado, cuando no se encuentre la persona a la que debe hacerse la notificación personal, es totalmente sano y justificable, sólo tratándose del emplazamiento, pues todos sabemos que es una de las notificaciones más importantes dentro de todo juicio, pues tiende a garantizar al demandado, y en el caso del amparo, el tercero perjudicado, su debida integración a la relación jurídico procesal para estar en aptitud de acudir a juicio a exponer lo que a sus intereses convengan.

Sin embargo, se considera que la citada figura del citatorio no se justifica cuando no se trata del emplazamiento, sino de diversas notificaciones personales.

Si las partes han señalado un domicilio para oír y recibir notificaciones, o bien, sin señalarlo, ya se han practicado en el domicilio proporcionado, es evidente que, mientras no gestionen cambio de domicilio, deben estimarse que es ese lugar el que estiman más apto o conveniente para que puedan notificárseles las resoluciones respectivas.

En el proyecto de Ley de Amparo se establece que al no encontrarse el interesado simplemente se le dejará citatorio para que espere al actuario a una hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, y si no obstante lo anterior no acude a la cita, la notificación se hará por lista.

La anterior forma de notificación es idéntica a la que en la actualidad prevé la Ley de Amparo.  Pensamos que la figura de citatorio, fuera de los casos de emplazamiento, debería suprimirse para adoptar figuras más benéficas y prácticas, tales como el instructivo o la cédula de notificación, que incluso se prevé en diversos ordenamientos procesales y que han dado magníficos resultados.

No debemos perder de vista que en la práctica diaria, a pesar de que la legislación actual obliga al actuario a dejar citatorio, desde luego,  si no encuentra a la persona buscada, para que lo espere dentro de las veinticuatro horas siguientes; en realidad, pocas veces se cumple con esa disposición, pues en la mayoría de los casos, por las cargas de trabajo y las grandes distancias, e incluso por costumbre, el actuario se constituye en una sola ocasión en el domicilio de la persona a quien debe notificar, dejándole citatorio que contiene, normalmente solo un resumen, y ya con suerte, la transcripción de la resolución respectiva o se anexa copia de esa resolución; sin que el actuario regrese en la fecha y hora señalados en el citatorio.

La anterior forma de proceder evidentemente es contraria a la legislación actual, sin embargo, tiene rasgos muy similares a la cédula o instructivo que se maneja en otras materias. Estas últimas figuras jurídicas o formas de notificación, lejos de desagradar a los litigantes, constituyen mecanismos que les brindan más y mejores oportunidades de defensa, ya que en las cédulas o instructivos se contienen los datos relativos al Organo Jurisdiccional que ordena la notificación, el número del expediente, el nombre del quejoso, el nombre y domicilio de la persona a la que se pretende notificar, conteniendo, además, y principalmente, copia o transcripción íntegra de la resolución por notificar, lo cual tiene las ventajas ya apuntadas, esto es, desde el momento de la entrega de la cédula o instructivo, la persona a la que va dirigida queda plenamente enterada de la notificación respectiva, sin necesidad de acudir al Juzgado y solicitar copias, por lo que, en caso de no estar conforme con esa resolución, está en aptitud real de preparar el medio de defensa procedente.

Así las cosas, se considera que la figura del citatorio debe prevalecer única y exclusivamente tratándose del emplazamiento, y fuera de estos casos las notificaciones personales que se lleven a cabo sin la presencia del directamente interesado, deberían practicarse por instructivo o cédula, con transcripción o copia íntegra de la resolución que se notifica, hipótesis similar a la prevista por la fracción I, inciso a), del artículo 26 en análisis.

Bajo este orden de ideas se propone, en concreto, modificar en una parte mínima el artículo 26, fracción I, inciso b) del Proyecto de la Ley de Amparo, a efecto de que, mediante la redacción que se estime más conveniente, se establezca con toda claridad las ideas antes expuestas, esto es, que la figura del citatorio subsiste solo tratándose del emplazamiento y, fuera de estos casos, cuando no se encuentre a quien se deba notificar, se proceda a dejar con quien se entienda la diligencia, e incluso fijado en la puerta la cédula o instructivo correspondiente.

De aceptarse la anterior propuesta sería conveniente adicionar los artículos 28 y 29 del Proyecto de la Ley de Amparo, para que en el primero de ellos se incluyan los requisitos que debe contener la cédula o instructivo, mientras que en segundo numeral mencionado, se establezca que las notificaciones practicadas mediante cédula o instructivo surten efectos a partir del día siguiente al en que se entregan o se fijan en la puerta del domicilio.

ENRIQUE ZAYAS ROLDAN
(Propuesta desarrollada por el licenciado Gerardo Torres García, Juez Tercero de Distrito en el Estado de San Luis Potosí)

 TITULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo III

Plazos

Artículo 16

Fracción II

Uno de los  tópicos que aborda el proyecto en comento, es el relativo  al término para la promoción del Juicio de Amparo, el cual, en su aspecto general se prevé  como de treinta días, contemplando cuatro casos de excepción. Uno de ellos, es el de la promoción de la demanda de amparo cuando se reclaman sentencias condenatorias en materia penal, en donde se establece un plazo  de noventa días para ello.

Tal innovación se estima no debe aprobarse, por lo siguiente:

El juicio de amparo se ha considerado en la doctrina como una institución de carácter público, a través de la cual se obtiene la protección de la constitucionalidad  y de la legalidad, como medio de mantener incólume la Constitución  y resguardar las garantías que en ella se establecen, cuando han sido o pueden ser objeto de atentado por parte de las autoridades.

Y en aras de lograr ese objetivo, debe atenderse a los principios rectores de tal juicio, que a fin de hacer de tal institución la piedra angular para la defensa de la Constitución y de los derechos fundamentales de los ciudadanos, intensifican las modificaciones pertinentes a efecto de lograr mayor accesibilidad entre el juicio aludido y un mayor número de gobernados, afectados por actos de autoridad posiblemente violatorios de garantías.

Además, también cabe establecer que la libertad humana es uno de los valores supremos de nuestro ordenamiento jurídico, y en especial, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dedica varios preceptos fundamentales para garantizar las diversas manifestaciones del aludido bien.

Una de estas manifestaciones se traduce en la libertad personal, al albergue de la cual se ejerce la facultad del ser humano de obrar de una manera o de otra, o de no obrar, la cual sólo debe tener las restricciones que establezca la ley, en aras de un interés social o estatal o de un interés legítimo privado ajeno.

Ahora, esa finalidad del juicio de amparo, pero fundamentalmente, el valor que en si misma  representa  la libertad personal del ser humano, se consideran aspectos suficientes para no establecer un término perentorio  para impugnar en la vía de amparo aquellas sentencias condenatorias que restringan precisamente esa libertad personal, sino por el contrario, dejar a elección del gobernado  afectado por ese acto de autoridad, el reclamarlo solo cuando se encuentre en condiciones de hacerlo.

Pero además, tal plazo perentorio podría resultar perjudicial para un gran número de gobernados que se encuentren en tal hipótesis.

Veamos, es innegable que en la práctica cotidiana se presentan un gran número de casos en que los gobernados sujetos a un proceso de naturaleza penal llegan al final del procedimiento con un desgaste no solo físico y material, sino también emocional, y en la mayoría de los casos, económico.

Y tal deterioro monetario no es palpable únicamente en los encausados, sino también en sus familiares o personas más allegadas, quienes en una lucha incansable por postergar en lo posible el disfrute de la libertad personal de su conocido, hechan mano de todo valor cuanto poseen, para lograr los beneficios de una defensa adecuada, contratando los servicios del profesionista que consideran más apto, en cuanto a honorarios y experiencia, para llevar adelante el asunto en que se ve envuelto su allegado.

Además, esa realidad enseña, por un lado, que las altibajas propias de los procesos penales propician el cambio cotidiano de abogados defensores durante el procedimiento, y por otro, que en muchas de las veces, al pronunciarse la sentencia final, si esta es condenatoria, se origina la deserción de tales profesionistas, quienes abandonan la causa del procesado, dejándolo sin asesor alguno.

Y tal situación de precariedad se acentúa cuando el inculpado se encuentra privado de su libertad personal, porque en ese estado no tiene posibilidad de allegarse recursos económicos;  además de que, agobiado por la situación, acaba por pensar en el bienestar de sus familiares, relegando el propio a último plano, incapaz de atender uno u otro, por el estado en que se encuentra.

Ahora, tal situación, a la en que en muchos de los casos  arriba un recluso a la culminación  de su proceso, es decir, con un gran desgaste económico, no solo propio, sino incluso de sus familiares, o bien, prácticamente sin  ningún medio de fortuna; y además, sin posibilidad alguna para allegarse de esos recursos, así como la ausencia de los defensores que como tales fungieron hasta el dictado de la sentencia,  permite concluir que el término legal que se pretende establecer para impugnar actos de la naturaleza como la que aquí se ha destacado, le es perjudicial al afectado, en tanto que resulta difícil, e incluso, en algunos casos, hasta imposible, que, estando en tales condiciones, pudiera, dentro de ese lapso, en principio, obtener fondos económicos para sufragar los gastos que implica el trámite  de un juicio de amparo;  luego, buscar un defensor que lo atienda; y además, que éste prepare una buena técnica dentro del juicio instaurado en beneficio del agraviado.

No deja de desconocerse que en nuestro derecho se estatuye la figura de la defensoría de oficio, e inclusive la de la gestoría social; empero, esa misma práctica deja ver que aunque la finalidad de esas instituciones es de lo más óptimo, en la mayoría de las veces, no se obtiene el resultado esperado, por factores de índole diversa, entre los que destacan el cúmulo de asuntos por atender, que definitivamente origina que se divida la atención de una persona entre un número avanzado de procesos.

En suma, el término perentorio de noventa días lejos de beneficiar a quienes se encuentran en esa hipótesis legal, produce un mayor distanciamiento entre los afectados por un acto de autoridad de tal naturaleza y el juicio de amparo, lo cual, como ya se dijo, resulta contradictorio a los principios rectores de este último, que desde su creación ha procurado hacer asequible una institución protectora de tales características al mayor número de gobernados, afectados por actos de autoridad posiblemente violatorios de garantías.

Y es que cuando de trata de defender un valor como lo es el de la libertad personal afectada por sentencia condenatoria, cualquier lapso perentorio, por breve o amplio que sea, no deja de ser una limitante que frustra su goce, un dique que se antoja insalvable y que hace que el tiempo en que se tuvo restringida o perdida, sea insustituible  y con nada se compensa.

Aquí cabe destacar que la práctica cotidiana en los Tribunales tanto instructores de los procesos penales, como en aquellos conocedores del juicio de amparo, demuestra que en un gran número de casos, los sentenciados por la comisión de algún hecho delictuoso, sancionado con pena privativa de la libertad personal, al haber transcurrido no uno, sino dos años o más, de  purgar su condena, recluidos en el lugar administrativo destinado ex profeso, una vez que logran instaurar o instrumentar su defensa, optan, bajo un nuevo punto de vista en cuanto a su asesoramiento, por la promoción del juicio de amparo, con la finalidad, en este evento, de atacar, en su cuantum, la pena privativa impuesta, advirtiéndose en muchos de esos casos cotidianos, que al prosperar el juicio de garantías, se logra una reducción en la pena, que por mínima que sea, se traduce en un beneficio para los infractores, según las circunstancias especiales de cada asunto, y con motivo de la  mencionada reducción se produce el efecto concomitante, en otros tantos casos, que se alcancen diversos beneficios que la ley otorga, para la ejecución de sentencia, tales como la sustitución de la pena o la condena condicional; lo que viene a reforzar el argumento que aquí se sostiene, en cuanto a la no limitación del término para promover juicio constitucional, entratándose de actos que afecten o restringan la libertad del ser humano, a virtud de una sentencia condenatoria.

Por tanto, la propuesta concreta que aquí se incluye, consiste en evadir lo establecido en la fracción II del artículo 16 del Proyecto de Ley de Amparo, y continuar con el texto que actualmente rige, al resguardo del cual, se atiende esencialmente a la característica del acto reclamado, en cuanto a que, como agente restrictivo de la libertad personal por sentencia condenatoria, faculta al afectado para acudir al juicio de garantías en cualquier tiempo, haciendo imprescriptible esa acción.
GERARDO TORRES GARCIA

(Propuesta desarrollada por las licenciadas Leticia Morales García y Laura Coria Martínez, Jueces Segundo y Cuarto de Distrito en el Estado de San Luis Potosí)

TITULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

El Amparo Indirecto

Sección Segunda

Substanciación
ARTICULO 116 DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO.

El precepto legal es del tenor siguiente: “La autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de diez días, con el cual se dará vista a las partes.- Los informes rendidos fuera de este plazo no serán tomados en cuenta. Además, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí mismo violatorio de los derechos a que se refiere el artículo 1º. En el informe expondrá las razones y fundamentos que estime pertinentes para  sostener la improcedencia del juicio o la constitucionalidad del acto reclamado y acompañará, en su caso, copia certificada de las constancias necesarias para apoyarlo”.
De acuerdo con lo expuesto por la Comisión de análisis de propuestas para una nueva Ley de Amparo, se persigue “la más pronta tramitación y resolución de los juicios”.

Para que esta finalidad resulte acorde con lo que contempla la garantía consagrada en el artículo 17 constitucional, de proporcionar justicia pronta y expedita, se propone lo siguiente:

Que el plazo para que la autoridad responsable rinda informe justificado, continúe siendo de cinco días.

Lo anterior, tomando en consideración que, en el supuesto de que se señalen como responsables a autoridades foráneas, bien pueden haberse recibido en el juzgado los informes justificados; empero,  ante la falta de los acuses de recibo de los oficios a través de los cuales quedaron notificadas del plazo en el que deberían rendirlo, habría que esperar a que obraren en autos los acuses mencionados, para determinar si van a ser tomados o no en cuenta dichos informes. Circunstancia que conlleva diferimientos, y requerimientos, que impiden integrar debidamente el expediente.

De igual manera se propone, que el informe pueda ser tomado en cuenta, aun cuando sean rendidos fuera del plazo que marca la ley,  siempre y cuando sea agregado al menos con tres días hábiles de anticipación a la celebración de la audiencia constitucional, sin perjuicio de que el quejoso o el tercero perjudicado soliciten el diferimiento de la misma, para estar en aptitud de imponerse de su contenido.

Lo anterior en virtud de que:

El párrafo tercero del propio numeral, dispone que la autoridad debe exponer las razones y fundamentos que estime pertinentes para sostener la improcedencia del juicio;  de modo que si el juez de amparo no advierte alguna causa de improcedencia que la responsable sostiene en un informe rendido fuera de ese plazo, de cualquier forma tendría el juez que considerarla y, en su caso, solicitarle las constancias que apoyen su manifestación.

Acorde con lo que contempla el tercer párrafo del artículo 73, el juez debe recabar oficiosamente pruebas que habiendo sido rendidas ante la responsable no obren en autos, y estime necesarias para la resolución del asunto; pruebas que no son sino la justificación de la actuación de la responsable; por ende, implícitamente se está tomando en cuenta esa justificación, aun cuando no se presente dentro del término otorgado para rendir el informe justificado.  

A través del artículo 5° del proyecto de ley, continúa rigiendo el principio de la promoción del juicio de garantías a instancia de parte agraviada, de tal suerte que al quejoso corresponde estar al pendiente del curso que siga, y por lo mismo, tiene el derecho de solicitar que la audiencia sea diferida.

POSIBLES ERRORES

Los posibles errores de redacción o escritura que detectamos los jueces del Noveno Circuito y que en realidad no constituyen motivo de ponencia específica o de propuestas concretas sino que sólo se mencionan para tratar de subsanar esas deficiencias, son los siguientes:

Respecto del artículo 77 del Proyecto de la Ley de Amparo, en su último párrafo debe hacerse notar que, quizá por omisión no se incluyó la fracción II, que se refiere a la materia penal a favor del reo, como uno de los supuestos en que opera aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.

Se estima que lo anterior es un mero error pues tradicional y jurisprudencialmente se ha conceptualizado la materia penal como una de aquellas donde opera con mayor amplitud la suplencia de la queja.

Por otra parte, respecto del artículo 255 del Proyecto de la Ley de Amparo se considera que por mero error se alude al diverso dispositivo 235, fracción  I, en el que será factible aplicar cierta multa.  Sin embargo ese artículo 235, no prevé la posibilidad de imponer multa, es más ni siquiera contiene fracciones.

Por lo que se considera que en realidad no se debe referir al artículo 235, sino al 237, que sí prevé la imposición de multa y que además no está incluido en otro precepto en el que se establezca el quantum de dicha multa.

Con lo hasta aquí expuesto, los suscritos Jueces del Noveno Circuito en el Estado de San Luis Potosí,  esperamos que nuestras modestas aportaciones puedan servir de punto de partida para propiciar una discusión jurídica, desde luego, de altura y sana, de la que se obtenga la mejor opción para mejorar o perfeccionar el proyecto de Ley de Amparo, acorde a los requerimientos que exige nuestra sociedad actual.

LETICIA MORALES GARCIA 

LAURA CORIA MARTINEZ

INTRODUCCION

De la lectura del proyecto sujeto a análisis, se advierte un esfuerzo por reglamentar diversas prácticas que no tenían un verdadero sustento en la Ley de Amparo vigente, lo cual repercute en una mayor seguridad jurídica para los gobernados; en efecto, para resolver las diversas circunstancias y problemas  a los que se enfrentan los jueces  federales en su diaria labor en cualquiera  de las instancias  en que éstos actúan, muchas veces se ven obligados a recurrir a la lógica jurídica y al sentido común solventar en forma práctica las cuestiones que escapan a la reglamentación de la Ley de Amparo, que a pesar de los ajustes a que ha sido sometida a través del tiempo presenta graves espacios en blanco, que deben ser subsanados muchas veces por los criterios jurisprudenciales sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por los Tribunales Colegiados de Circuito.

Basta con revisar los rubros de las tesis jurisprudenciales para apreciar la cantidad de criterios que pueden desarrollarse en unos años de trabajo por estos altos tribunales; sin embargo, de lo anterior también se advierten las diversas soluciones que a un mismo problema se le pueden dar.

Por lo anterior es de agradecerse el esfuerzo realizado por la Comisión de Análisis que dio origen a este proyecto.

A continuación me permito hacer algunos breves comentarios respecto de diversos artículos con el único propósito de invitar a la reflexión sobre diversas cuestiones que tal vez pudiesen mejorarse.

TITULO PRIMERO

Reglas generales

 Capítulo I

Disposiciones  Fundamentales

El artículo 3°. Este numeral establece que en los juicios de amparo las promociones deberán hacerse por escrito y que podrán ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones y comparecencias siempre que estén autorizadas por la ley; con relación a este precepto se sugiere incluir la mención consistente en que el juicio de garantías se tramitará en español y que en caso de presentarse algún documento en un idioma diverso deberá adjuntarse al mismo su traducción literal, haciéndose la mención de tal circunstancia por el promovente. 

Asimismo se estima, que la alusión que en dicho precepto se realiza respecto de la expedición de copias certificadas debía constar en un artículo diverso en el que se especifique que las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo, no causaran contribución alguna, pero su costo será sufragado por el solicitante, circunstancia que no implica la existencia de contribución o gratificación alguna  a  favor del Poder Judicial de la Federación.

Capítulo II

Capacidad y Personería
El artículo 4º,  atendiendo a lo establecido por la propia comisión redactora del proyecto de ley de que se trata, debe decirse que en el punto V de la parte relativa a la introducción, dicha  comisión sostiene en su parte conducente, que el  proyecto permite concebir al quejoso en el amparo, como “aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de la afectación directa, a un derecho reconocido por el orden jurídico – interés jurídico- “, y además prevé de una manera novedosa ampliar el concepto incluso a los casos en los que el acto de autoridad no afecte ese derecho, pero si la situación jurídica derivada del propio orden jurídico, lo que califica como un interés legítimo, asimismo precisa,  que esta segunda hipótesis debe ser  acotada tratándose de los actos y resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, ya que en estos casos se están discutiendo las posiciones dentro de un litigio en el que en principio las partes tienen las  mismas posibilidades procesales y los mismos medios de defensa, de manera tal que en concepto de la propia comisión redactora del proyecto de nueva ley de amparo,  cualquier afectación a ese equilibrio por la postulación de un interés legitimo frente a uno jurídico rompería el equilibrio procesal que siempre es necesario mantener.

Al respecto debe decirse, que esa claridad y precisión con la que se explica la razón de ser de la innovación propuesta y los casos en que esta debe aplicarse no se refleja con  exactitud en la fracción primera del artículo 4º, por ello, a fin de que la redacción de dicha disposición resulte fiel a la intención que le dio origen, se propone dividir las dos hipótesis previstas en la fracción de que se trata en dos párrafos, y que siguiendo la gran cantidad de criterios jurisprudenciales que existen en relación al tema  se substituya el término de derecho subjetivo por el de derecho sustantivo, para lo cual la redacción que se propone es la siguiente:

ARTICULO  4º. Son partes en el juicio de amparo:

1. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales administrativos o del trabajo, el quejoso deberá tener un interés jurídico, entendiéndose como tal la titularidad de un derecho sustantivo que se afecte de manera personal y directa.

En la fracción III, del inciso d), del propio artículo 4°, se dice que es tercero interesado el indiciado o procesado cuando el acto reclamado consista en el desistimiento o en el no ejercicio de la acción penal; sin embargo, como en ese supuesto el procesado o indiciado se beneficia con el desistimiento y el no ejercicio de la acción penal,  en todo caso, debe considerarse como tercero interesado a la víctima o al ofendido por la comisión del acto delictuoso, pues es a éste a quien en todo caso perjudica la resolución por la que se determina el no ejercicio de la acción penal o el desistimiento de dicha acción.

El artículo 7° establece que la Federación, los Estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona con carácter de autoridad podrán solicitar amparo cuando el acto reclamado afecte intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad; sin embargo, no se especifica a qué tipo de intereses se refiere, de lo que deriva  que la amplitud de tal planteamiento podría dar lugar a interpretaciones contradictorias, por lo que en todo caso se estima que el artículo debería especificar que dichos organismos públicos podrán solicitar el amparo y protección de la justicia federal, cuando se afecten sus intereses con motivo de su actuación como sujetos de derecho privado, es decir, cuando estén en igualdad de circunstancias frente a los particulares.

El artículo 10 al parecer resulta contradictorio con lo que disponen los artículos 107, fracción I y 113, fracción III.

Se estima lo anterior, porque el precepto invocado en primer lugar, establece que  quien comparezca al juicio de amparo a nombre del quejoso y afirme bajo protesta de decir verdad que tiene reconocida su representación ante la autoridad responsable está le será admitida.

La lectura de dicho precepto da la impresión de que cuando se presente la demanda de amparo por una persona en nombre de la quejosa aduciendo bajo protesta de decir verdad que tiene reconocida personalidad ante la autoridad responsable, la demanda deberá admitirse, lo cual resulta contrario a lo ordenado por los  artículos 107, fracción I  y 113, fracción III.

En efecto, el artículo 107 fracción I, establece como requisitos de la demanda de amparo indirecto que ésta se presente por escrito y que en ella se precise el nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre, quien deberá acreditar su representación y, el artículo 113 fracción III dispone que el órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda si no se hubiere acompañado el documento que acredite la  personalidad  o cuando éste resulte insuficiente, y que si el quejoso no subsana esa irregularidad dentro del plazo establecido para ello se tendrá por no presentada.

Por ende, y toda  vez que la personalidad es un presupuesto procesal que debe demostrarse para que una persona actúe a nombre de otra, aquélla debe acreditarse desde la presentación de la  demanda y no después, pues pretender que dicho presupuesto pueda acreditarse hasta el momento de la celebración de la audiencia constitucional presenta el inconveniente de que pudiera incluso decretarse la suspensión de un acto reclamado a instancia por una persona que ostentándose representante de otra no tuviese tal carácter, lo que se podría ocasionar graves daños en perjuicio del tercero interesado y resultaría contrario a los más elementales principios de legalidad que desde luego deben observarse e la tramitación del juicio de amparo.

Consecuentemente se estima, que si la intención de la comisión es establecer alguna excepción al principio general contenido en los artículos 107 y 113 del proyecto, resulta indispensable que se precise con toda claridad el caso de excepción.

Capítulo III

Plazos

En el artículo 16 se otorga un plazo de 30 días para presentar la demanda, el cual resulta excesivo.

Se estima lo anterior, en atención a que el plazo que señala la Ley de Amparo vigente (quince días hábiles) es un tiempo prudente y razonable para la preparación y presentación de la demanda de amparo  y además resulta suficiente para que los agraviados preparen con el debido cuidado los escritos  relativos y sus anexos, así como para  que la calidad del litigio sea la adecuada.

Además, debe tomarse en cuenta que el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene derecho a que se le imparta justicia pronta y expedita, por lo que la ampliación de los plazos para la presentación de la demanda de garantías daría lugar a que la solución de los juicios de origen se retarden, sobre todo en aquellos casos en los que el quejoso y el tercero perjudicado son parte, consecuentemente se estima que el plazo genérico para la presentación de la demanda  debe ser el de 15 días.

Capítulo IV

Notificaciones

En el artículo 23 se establece que la razón de notificación de las resoluciónes se asentará inmediatamente después éstas, lo que en la práctica presenta diversas dificultades en virtud de que el artículo 62 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo establece  que las promociones serán acordadas dentro del día siguiente a la fecha de su presentación y el artículo 63 del código procesal civil federal dispone que los secretarios cuidarán que los expedientes sean exactamente foliados, rubricados y sellados al agregarse cada una de las hojas, por lo que si se presenta una promoción durante el plazo que se concede al actuario para realizar la notificación (tres días hábiles), ésta debe ser acordada dentro de las veinticuatro horas siguientes y agregarse al expediente quedando debidamente foliada, sellada y rubricada, pues de lo contrario se corre el riesgo de que dicho proveído sea substraído del expediente sin percatarse los secretarios de su extravío debido a la falta de folio, de manera  que a la fecha en que se realice la notificación y se entregue la razón del actuario pueden existir en el expediente diversas actuaciones que obren inmediatamente después del auto o resolución que se mandó notificar, y por tanto la razón de dicha notificación no podría ser agregada inmediatamente después de esa resolución, a menos que se intercalara, práctica que resulta incorrecta, por ello se estima que sería conveniente que la disposición indicara que la razón de notificación deberá agregarse al expediente a más tardar el día siguiente a aquel en que se venza el plazo concedido al actuario para tal efecto.

El artículo 26, precisa las reglas que deberá seguir el actuario al practicar una notificación de manera personal, especificando que cuando en el expediente obre el domicilio de la persona o se encuentre en autos uno señalado para recibir notificaciones  dentro de la jurisdicción del propio órgano:

“a)  El actuario buscará a la persona que deba ser notificada, se cerciorará de su identidad, le hará saber el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente y le entregará copia autorizada de la resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se refiera dicha resolución. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notificación, la negativa se asentará en autos y aquella se tendrá por hecha;...”.

Esa disposición establece, que el actuario al encontrar a la persona buscada, y previamente cubiertos ciertos requisitos le entregará copia autorizada de la resolución que se notifica, y en su caso de los documentos a que se refiera dicha resolución, al respecto cabe decir, que no es necesario que la copia referente a la resolución que se va a notificar se encuentre autorizada ni por el Secretario ni por el Actuario Judicial, toda vez que es suficiente el sello del Juzgado para en su caso advertir la identidad del documento, y respecto a que se deberá entregar copia de los documentos a que se refiere dicha resolución, se estima que este aspecto del artículo es impreciso, pues en su caso debería especificarse si se trata de copias relativas a los documentos que se acompañan al escrito inicial de demanda para el caso del emplazamiento a juicio del tercero interesado y de las autoridades, ya que si lo que pretende notificarse es una sentencia resultaría innecesario que se acompañaran copias de los documentos a que estas se refieren, ya que en los fallos se hace relación a la mayoría de las constancias que obran en el expediente, por lo que la redacción del artículo podría interpretarse en el sentido de que al notificarse la sentencia también deben anexarse copias de todas las constancias a que se refiera dicha resolución lo cual como se dijo ya se estima innecesario dado que las partes interesadas tienen acceso al expediente y pueden imponerse de dichas documentales, de ahí que el precepto deba de indicar con claridad a que documentales y en que asuntos deben de adjuntarse a la notificación.

Como consecuencia de la exigencia a que se hace referencia, resultaría necesario modificar el artículo 109, en el que en todo caso deberá precisarse que junto con la demanda también se exhibirán copias de los documentos que en su caso haya anexado a ésta, para el efecto de adjuntarlos a la  resolución que ha de notificarse a las partes.  

Por su parte el inciso c) del citado artículo también establece que sí el actuario se cercioró de que es el domicilio correcto y nadie responde a su llamado, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional, quien tomará las medidas necesaria para lograr la notificación personal, con relación a tal afirmación se estima que resultaría más conveniente que el precepto precisará que el juzgador deberá habilitar días y horas inhábiles para la práctica de la diligencia y que de no lograr su realización ordenará que la notificación  se haga por lista.

La fracción III del citado precepto legal  establece la hipótesis consistente en que el domicilio señalado para recibir notificaciones es inexacto,  y en su inciso b) precisa la relativa a la primera notificación del tercero interesado, que se traduce en su emplazamiento a juicio, señalando como última opción la notificación por edictos a costa del quejoso en los términos previstos por el Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria. Al respecto cabe decir, que no obstante que el procedimiento necesario para la publicación de los edictos se encuentra previsto en el código supletorio aplicable, resulta necesario precisar en el precepto de que se trata, que el quejoso cuenta con un plazo que no excederá de 10 días para recibir los edictos y acreditar que hizo la publicación respectiva con el recibo de pago correspondiente, ya que si éste no cumpliese con esa carga procesal, ello daría lugar desde luego a que se imposibilite  llamar a juicio al tercero interesado quedando paralizado el expediente, situación que transgrede lo ordenado por el artículo 17 constitucional al retardar la solución del conflicto; por ello, se estima que es necesario que esa hipótesis sea incorporada en el artículo 61 del proyecto como una causal de sobreseimiento.

Capítulo V

Competencia 

Sección Segunda

Conflictos Competenciales

Esta sección omitió regular todo lo relativo a la procedencia de la acumulación y de la separación de juicios, omisión que resulta conveniente subsanar, pues la acumulación de juicios tiene por objetivo evitar que se dicten sentencias contradictorias en perjuicio de las partes, y por lo que hace a la separación de los mismos, debe decirse que ésta es una deficiencia que  presenta la ley vigente y que debiera superarse en el proyecto de nueva Ley, pues es frecuente que se presenten ante los órganos jurisdiccionales demandas de amparo  indirecto en las que el impetrante reclama diversos actos y señala como responsables a autoridades diferentes, sin que tales actos que impugna guarden relación alguna entre sí, lo que da lugar a que la tramitación del juicio en esos términos resulte sumamente complicada, por lo que en ocasiones el Juez de Distrito procede a su separación, y forma  dos o más expedientes,  aplicando a contrario sensu las disposiciones previstas en la ley de amparo para la acumulación; en este contexto se estima que resultaría muy conveniente que la nueva ley incluyera él tramite que debe darse a ese procedimiento. 

LIC. LUZ DELFINA ABITIA GUTIERREZ.

JUEZ SEXTO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL

EN EL DISTRITO FEDERAL.

PROPUESTA DE REFORMA AL RECURSO DE QUEJA CONTRA ACTOS DICTADOS POR EL JUEZ DE DISTRITO EN EL AMPARO INDIRECTO.

Todas las reformas a las disposiciones de naturaleza adjetiva, y la que ahora nos ocupa no escapa a ello, tienen como uno de sus objetivos el cumplir con el principio de expeditez consagrado en el artículo 17 constitucional. Esto se justifica porque la sociedad, y por ende el Estado, están interesados en que los litigios se resuelvan de la manera mas rápida posible, porque todo juicio implica un trastorno en el orden social y económico.

El juicio de amparo es un medio extraordinario de control constitucional de los actos de autoridad. Desde el punto de vista procesal, los procedimientos extraordinarios se diferencian de los ordinarios, entre otras cosas, por la relativa rapidez con que se tramitan y resuelven los primeros. Esta característica se explica si se toma en cuenta que, por regla general, los procedimientos extraordinarios tienen como finalidad ocuparse de una cuestión específica a dilucidar; en el juicio de amparo, a saber: la posible violación de algún precepto de la Constitución por actos de las autoridades.

En este contexto, el juicio de amparo, paralelamente a otros cometidos, debe propender a dar una respuesta pronta y eficaz a quienes estiman lesionadas sus garantías individuales, pues con ello a la vez que se salvaguarda el orden constitucional se otorga a los particulares seguridad jurídica en todos los ámbitos en que desempeñan sus actividades.

Es por ello que atendiendo a la inquietud que existe para la elaboración de una nueva Ley de Amparo, se estima que un punto específico que podría ser materia de reforma y que ayudaría en mucho a conseguir los fines anteriormente destacados, es el relativo a la procedencia del recurso de queja previsto en la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo vigente.

Esta disposición actualmente es del tenor literal siguiente:

“Artículo 95. El recurso de queja es procedente: …VI. Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, o el Superior del Tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; o contra las que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley;…”

Ahora bien, para nadie es desconocida la proclividad de los abogados postulantes (esencialmente de quienes representan a los quejosos) a retardar en muchos de los casos la resolución de los asuntos. Esta tendencia se acentúa en un grado superlativo en el amparo en materia civil, pues las estadísticas de los Juzgados de Distrito arrojan datos en el sentido de que por regla general se pretende entorpecer el procedimiento ordinario del que emanan los actos reclamados, o en su caso el incidental de ejecución de las sentencias definitivas que en aquél se dictan.

Lo anterior se materializa cuando en la tramitación del juicio de amparo, el Juez de Distrito dicta actuaciones con la finalidad de proveer sobre las pruebas ofrecidas por las partes, en el caso del emplazamiento del tercero perjudicado o cuando realiza un requerimiento con el apercibimiento de aplicar una medida de apremio al contumaz, etc, en cuyos casos la parte que tiene la intención de dilatar el procedimiento interpone recurso de queja en contra de la determinación respectiva en términos de lo dispuesto por el precepto legal antes transcrito, y además conforme lo prevé el artículo 101 de la Ley de Amparo, solicita la suspensión del procedimiento.

Es verdad que este último dispositivo condiciona la suspensión del procedimiento a que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja; sin embargo, nótese que tales condiciones evidentemente pueden ser materia de interpretación, lo que se comprueba con los criterios tan disímbolos que en esta materia existen en los Tribunales Revisores.

Es así que se considera que para hacer mas ágil el procedimiento de amparo, fundamentalmente el indirecto, sería conveniente derogar la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo, para que ya no procediera el recurso de queja en contra de los autos dictados por el Juez de Distrito en el curso de dicha secuela procesal.

Desde luego que no se desconoce que la mas elemental teoría del proceso aconseja que las actuaciones del órgano jurisdiccional deben ser revisadas y, por ende, modificadas, revocadas, nulificadas o confirmadas.

Pero la solución que se sugiere, cuidando como se dijo el cumplimiento del principio constitucional relativo a que la impartición de justicia debe ser pronta y expedita, esencialmente con la finalidad de no alterar el orden social y económico y por vía de consecuencia la seguridad jurídica que a los gobernados deben representar los órganos del Estado encargados de administrar justicia, y con mayor razón los Tribunal Federales a quienes se ha encargado salvaguardar el orden constitucional, consiste en que todas aquellas posibles violaciones que se cometan por el Juez de Distrito en la tramitación del juicio de amparo indirecto, puedan ser planteadas como agravio en el recurso de revisión que en su caso se promueva en contra de la sentencia definitiva, en cuya hipótesis el Tribunal Colegiado de Circuito quedará obligado, previo a pronunciarse sobre los agravios encaminados a impugnar el fallo final, a depurar el procedimiento, es decir, a revisar, a la luz de los agravios planteados, si las violaciones procesales que alega el recurrente son o no fundadas y a la vez trascendentales al grado tal que deba ordenarse la reposición del procedimiento para no dejar en estado de indefensión a las partes; y en caso contrario, determinar que la tramitación del juicio fue correcta y proceder a analizar las consideraciones que soportan la sentencia definitiva.

De esta manera se agiliza el procedimiento y, en caso de que exista una violación que afecte la defensa de alguna de las partes y trascienda al resultado de la sentencia definitiva, así deberá de ser calificado por el Tribunal Revisor y ordenarse la reposición del procedimiento a partir de esa transgresión procedimental; de lo contrario es dicho órgano superior el que valida el procedimiento y asume plenitud de jurisdicción para dictar la resolución que en derecho proceda.

No esta por demás agregar que el resultado de la reforma no sería, como pareciera, inundar de trabajo a los Tribunales Colegiados de Circuito, pues no existe duda que en una gran medida el resultado sería inhibir a los abogados postulantes para utilizar la interposición de recursos principalmente dilatorios del procedimiento, porque a sabiendas de que no se paralizará, ya no tendrían caso esas prácticas extraprocesales.

Otro aspecto no menos importante que motiva la presente propuesta, radica en que desde un punto de vista procesal lato sensu, no debe olvidarse que en materia de amparo directo ese es el tratamiento que se da a las violaciones procesales cometidas durante la tramitación del procedimiento ordinario en primera o segunda instancias.

Por lo tanto, no se aprecia razón alguna para que, ante problemas procesales similares, la solución no sea idéntica o cuando menos parecida, pues es obvio que en el procedimiento de amparo la primera instancia la constituye el juicio de garantías ante Juez de Distrito y la segunda la revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito.

De acuerdo con lo anterior, la propuesta concreta sería derogar la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo, y evidentemente modificar la disposición en que se prevé el recurso de revisión en contra de las sentencias definitivas dictadas por los Jueces de Distrito, para que en el escrito de agravios respectivo puedan plantearse todas aquellas violaciones procesales que se estimen cometidas en el procedimiento.

A T E N T A M E N T E.

Lic. Benito Alva Zenteno

Juez Tercero de Distrito en Materia

Civil en el Distrito Federal.
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